Amarilla Gas SA v. Dirección Nacional Comercio Interior 
Cámara Federal de Apelaciones de San Martin, sala 1ª 
San Martín, 7 de ABRIL de 2009. 

Y VISTOS: CONSIDERANDO: 

I.- Vienen estos autos a conocimiento del Tribunal en virtud del recurso de apelación interpuesto por Amarilla Gas SA contra la disposición n ° 896/06 de la Dirección Nacional de Comercio Interior, en la que se le impuso la multa de Pesos siete mil ($7.000) y la publicación de la parte dispositiva de aquella, por infracción al art. 5 de la ley 24.240. 

II.- La recurrente considera que la resolución es nula pues se aplica a su entender una norma que se encuentra derogada. A su vez, afirma que la acción se encuentra prescripta. Por último, entiende que la multa impuesta es desproporcionada en relación a la falta cometida. Deja planteado el caso federal. 

III.- En primer lugar, cabe aclarar respecto a la nulidad del pronunciamiento en crisis que puede ser subsanada por la vía del recurso de apelación. Ello así, pues el vicio que la provoque tiene que ser grave, capaz por sí mismo de poner en evidente peligro el derecho que asiste a la parte apelante, situación ésta que no se configura en autos. Además sólo la ausencia total de fundamentos determina la descalificación de la sentencia, no bastando la insuficiencia de fundamentación que es reparable por la vía de apelación (Palacio, Lino, “Derecho Procesal Civil”, T. V, P. 144 y esta Sala en causas 91/87, 13/93, 216/94 y 1523/06 resueltas el 10/9/87, 20/4/93, 24/4/94 y 5/9/06, respectivamente entre otras); por lo que debe desestimarse la nulidad planteada. Máxime teniendo en cuenta que si bien en el acta N° 51262 se expresó que se había cometido una infracción a la res. 148/01, dicho error fue enmendado por la autoridad de aplicación al resolver (vid. fs. 37). 

IV.- Con respecto a la prescripción alegada, el art. 50 de la ley 24.240 establece que las acciones y sanciones emergentes de la normativa prescriben a los tres años y que la prescripción se interrumpe a causa de la comisión de nuevas infracciones o bien, por el inicio de las actuaciones administrativas. 

Las presentes actuaciones se iniciaron de oficio por la Dirección de Actuaciones por Infracción al inspeccionar el establecimiento CAM-ZAR SRL en el que se constató que 3 envases de 10 kg. con precinto de Amarilla Gas se encontraban fuera del período de aptitud que establece la resolución 124/01 de la Secretaría de Energía. Finalizada la etapa sumarial se remitieron las actuaciones a la Dirección de Comercio Interior, órgano que impuso la multa recurrida. Asimismo cabe agregar que conforme surge de fs. 33 la firma denunciada incurrió en una nueva infracción, en el año 2.005, la que configuraría otra causa de interrupción. De modo que, no habiendo transcurrido el período contemplado en el citado art. 50, no operó la prescripción de la acción y entonces, debe desestimarse el planteo del recurrente. 

V.- La Ley 24.240 es el reconocimiento normativo de un conjunto de derechos fundamentales que le asisten a los consumidores o usuarios, constituido no solo por un sistema de institutos sino también por los mecanismos de implementación de soluciones concretas, preventivas y por pautas correctoras de mercado para garantizar esos derechos (conf. esta Sala, causas 788/01 y 787/01 rtas. el 19/7/01, 14/8/01 -respectivamente- y sus citas). 

En este sentido dispone específicamente los deberes que deben observar los empresarios para la protección de los consumidores en la prestación de servicios, estableciendo en el art. 5 que las cosas y servicios deben ser suministrados o prestados en forma tal que, utilizados en condiciones previsibles o normales de uso, no presten peligro alguno para la salud o integridad física de los consumidores o usuarios. 

De las constancias de autos surge que las garrafas que comercializaba la empresa inspeccionada se encontraban fuera del período de vigencia conforme lo establece la resolución 124/01 punto 14.6. 

Ello así, cabe tener por responsable a Amarilla Gas SA de la infracción al art. 5 de la ley 24.240, pues en la especie no se requiere un daño concreto en los derechos de los consumidores, sino simplemente, el incumplimiento de los deberes y obligaciones que la ley pone a cargo de los prestadores de bienes y servicios a fin de equilibrar su relación con aquellos. 

De modo que, la sanción impuesta por la autoridad administrativa no surge como arbitraria o ilegítima en la medida que es derivación de la infracción cometida, mas el monto se presenta como excesivo –pese a que la infractora registra antecedentes (vid. fs. 33)– en función de las pautas generales previstas por el art. 49 de la ley 24.240 que son apreciadas razonablemente por este Tribunal, teniendo en cuenta las particularidades del caso. En consecuencia, se considera justo reducirla a PESOS TRES MIL ($3000). 

Por las razones expuestas, Se Resuelve: 

MODIFICAR la cuantía de la sanción de multa impuesta en la disposición DNCI. 896/06, la que se fija en PESOS TRES MIL ($3.000). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase.- 

FIRMANTES: Dres FOSSATI – LUGONES - BARRAL

